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1) Resumen. - 
Se inicia el presente proceso cuando la señora Victoria Isabel Quispe Alvez 
interpone demanda de desalojo por ocupación precaria contra María Dolí Castro 
Muñoz respecto al inmueble materia de litis ubicado en la Manzana “O”, Lote 26, 
de la Cooperativa viviendo América, San Juan de Miraflores. 
Luego de admitida la demanda y emplazada, la Sra. María Dolí Castro Muñoz 
contesta la demanda fuera del plazo de ley alegando que el bien materia de Litis 
es únicamente de su propiedad, presentando además diversos documentos que 
amparen su descargo. 
Posteriormente se declara improcedente por extemporánea el escrito de 
contestación, y se le declara a la demandada en rebeldía procesal. 
Tramitado el proceso conforme a ley, la sentencia de primera instancia declaró 
fundada la demanda, llegando el Juzgador a la convicción que la señora Victoria 
Isabel Quispe Alvez es la verdadera propietaria del inmueble materia de litis, 
además procedieron a desvirtuar los documentos presentados por la demandada 
así como a consecuencia de su rebeldía procesal, debe operar la presunción legal, 
por lo que se le impone la condición de ocupante precaria. 
Apelada la sentencia, la Sexta Sala Civil de la Corte Superior de Lima que conoció 
el proceso, revoca la sentencia apelada, y la declara IMPROCEDENTE, señalando 
que para que se le denomine ocupante precaria a una persona no solo se determina 
por la falta de un título de propiedad o de arrendamiento, sino que para ser 
considerado como tal debe darse la ausencia absoluta de cualquier circunstancia 
que justifique el uso y disfrute del bien, por lo que en el presente caso la demandada 
ha acreditado con documentos circunstancias razonables que justifiquen el uso y 
disfrute del bien, por lo que, si se desea cuestionar la veracidad de los documentos 
es una cuestión que debe ser ventilada en el ámbito que corresponda y no en el 
presente proceso de desalojo. 
Posteriormente, interpuesto el recurso de casación por la Sra. Victoria Isabel Quipe 
Alvez, el mismo que se declaró procedente y posteriormente infundado por la Sala 
Civil Transitoria de la Corte Suprema de la Republica; en consecuencia, 
confirmaron lo dispuesto por la Sexta Sala Civil de la Corte Superior, en la que se 
declara improcedente la demanda. 
Siendo así, la Corte Suprema concluye que hubo una interpretación errónea del 
articulo novecientos once del Código Civil, en la que se menciona que se ejerce la 
posesión precaria sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido, 
agregando, en consecuencia, para que el poseedor precario contrarreste la 
pretensión en su contra, el poseedor deberá acreditar el título que justifica su 
posesión, aunque este tenga la calidad de inválido, ya que no se configura la 
ocupación precaria cuando la parte demanda presenta un título vigente que justifica 
su posesión, no siendo el presente proceso adecuado para determinar la validez o 
no de dicho título, lo que sucede en el presente caso en donde la demandada 
presente una serie de documentos señalando ser la propietaria del mencionado 
inmueble. 
En este orden de ideas, la Sala Civil Transitoria de Lima, confirma la sentencia 
apelada en la que se declaró improcedente la demanda, sin costas ni costos. 
2) Palabras Clave: 
Precario, título, proceso civil, posesión, contrato, propiedad. 
3) Síntesis de la demanda. - 
La señora Victoria Isabel Quispe Alvez con fecha 12 de octubre del 2004 interpone 
demanda de “Desalojo por Ocupación Precaria” contra María Dolí Castro Muñoz, 
solicitando la restitución de la posesión respecto al predio ubicado en Mz. “O”, Lote 
26, de la Cooperativa América – San Juan de Miraflores (160 metros), la 
demandante manifiesta que el predio en mención es de su propiedad tal como 
consta en su contrato de transferencia de fecha 03.07.1997, manifestando que 
después de haber adquirido dicho inmueble por motivos familiares tuvo que viajar a 
provincia dejando su predio abandonado. 
Situación aprovechada por la demandada para ingresar a dicho predio y poseerlo 
por años sin autorización o documento que la respalde, motivo por el cual se la 
denomina “Precaria”, la demandante asegura que la ya mencionada está 
acostumbrada a realizar este tipo de conductas tal y como consta en las copias de 
las denuncias realizadas a su persona. 
Posteriormente, con la finalidad de que el presente problema concluya en la 
brevedad posible la demandante invito a la demandada a un centro de conciliación 
CECOSUR, sin embargo, esta no concurrió a las invitaciones, ante la ausencia de 
esta, la demandante alega que se le está privando ilegítimamente su derecho de 
disponer, usar, y disfrutar respecto bien inmueble de su propiedad.  
Ampara su pretensión según disponen los Arts. 586°, 911° y 923° del Código Civil, 
así como los artículos; N° 516, 517, 586 y 591 del Código Procesal Civil.  
 
4) Síntesis de la contestación de la demanda. - 
La señora María Dolí Castro Muñoz contesta la demanda fuera del plazo establecido 
por ley, negándolo y contradiciéndolo en todos sus extremos; en primer lugar hace 
referencia que las copias presentadas por la demandante no tiene el mérito 
suficiente como valor probatorio en tanto no sean reconocidas por el otorgante, 
asimismo se pronuncia respecto a la legitimidad de la ficha de inscripción en el libro 
padrón de socios debido a que se encuentra adulterada por los borrones que 
aparece en la anotación de nombres y apellidos, manifestando que se debería oficiar 
a la Cooperativa de Vivienda América para que confirmen la veracidad de dicho 
documento, Así como oficiar a la Oficinas de Peritos para que puedan determinar la 
adulteración del libro Padrón de socios. 
Asimismo, manifiesta que el ex presidente de la Cooperativa Alberto Saravia Yataco 
(quien manifestó que la recurrente es una persona acostumbrada a meterse a 
terrenos que no son de su propiedad), fue denunciado por el delito contra la fe 
pública en agravio de la Cooperativa de Vivienda América. 
La recurrente manifiesta ser la propietaria del inmueble en Litis, adjuntando los 
documentos otorgados por el Presidente de la Cooperativa Benjamín Untiveros 
Ramos y el secretario Sosimo Peralta Palacios, de fecha 20 de marzo del 2002 y la 
constancia otorgada por la cooperativa con fecha 31 de abril del 2000, en donde se 
indica que la demandada es la adjudicataria del inmueble en cuestión, por lo que 
habiéndose acreditado su calidad de propietaria, solicita que el presente proceso de 
ocupación precaria sea declarado improcedente, en consecuencia, si el 
demandante presume lo contrario respecto a su titularidad del inmueble deberá 
tramitarlo en la vía correspondiente. 
En relación al Primer Otro Si Digo, la demandada deduce la EXCEPCION DE FALTA 
DE LEGITIMIDAD PARA OBRAR DE LA DEMANDANTE, por las pruebas ofrecidas 
acreditan que la última no es la titular legítima del inmueble, además que el inmueble 
se encuentra en Registro Públicos a nombre de la Cooperativa, de la misma manera, 
la demandante no acreditado en ningún momento su relación con el señor Juan 
Carlos Hernández Buen Dia quien manifiesta ser su esposo. 
5.-Concordancias y Contradicciones entre los hechos afirmados por los demandantes 
y los demandados. 
5.1. Concordancias: 
5.1.1.- En el presente caso ambas partes señalan que el inmueble materia de Litis 
es el predio ubicado en Mz. “O”, Lote 26, de la Cooperativa América – San Juan de 
Miraflores (160 metros). 
5.1.2.- Las partes manifiestan que el predio materia de Litis se encontraba 
desocupado y sin uso al momento de que la demandada toma la posesión del 
mismo. 
5.1.3.- De la misma manera las partes indican que la Cooperativa Vivienda América 
fue la propietaria del predio, aclarando que aún sigue como propietaria ante los 
registros públicos. 
5.2. Contradicciones: 
5.2.1.- La demandante aduce ser la propietaria del predio en cuestión basándose en 
su contrato de adjudicación y demás documentos respecto a dicho inmueble, de 
igual forma, la demandada también presente su contrato de adjudicación y demás 
documentos manifestando ser ella la o propietaria del inmueble en Litis. 
5.2.2.- La demandante manifiesta que la demanda es una persona acostumbrada a 
tomar posesión de inmuebles que no son de su propiedad, adjuntando diversos 
documentos que probarían su descargo, de la misma manera la demandada niega 
tal acusación aseverando ser la verdadera propietaria del bien. 
5.2.3.- La demandante solicita no se tome en cuenta los documentos de la 
demandada por ser falsos, y se le ampare su pretensión, mientras que la 
demandada indica que la presente vía procedimental no es la indicada para 
determinar la veracidad de los documentos.  
6.- Síntesis de audiencia única. - 
Que, al haberse cumplido con notificar satisfactoriamente a las partes, así como, 
subsiste los presupuestos de competencia, requisitos de admisibilidad y 
procedencia de la demanda, se declara la existencia de una relación jurídica 
procesal valida entre las partes y SANEADO EL PROCESO. 
Respecto a la conciliación, al no haber concurrido la parte demandada el juzgado 
no podrá propiciar dicha etapa. 
                    Fijación de puntos controvertidos, tenemos a los siguientes: 
• Establecer que la demandada tiene la condición de ocupante precaria. 
• Establecer el derecho de la demandante a obtener la restitución del bien 
inmueble materia de litis. 
Etapa probatoria, respecto a la demandante se admitieron todos los medios 
probatorios presentados por esta,  respecto a la demandada no se admite ningún 
medio probatorio al haberse rechazado su contestación y como Pruebas de Oficio; 
los anexos presentados en el escrito de la contestación de la demanda rechazada, 
el informe que realizara la Cooperativa de Vivienda América Ltda sobre la titularidad 
del inmueble materia de Litis (respecto a la doble adjudicación), el informe del 
Registro de Personas Jurídicas de Lima sobre si el señor Benjamín Untiveros ha 
obtenido el cargo de presidente de la Cooperativa, y la declaración de la parte 
demandante.   
7.- Órganos Jurisdiccionales: 
• Sentencia 1° Instancia (Primer Juzgado Mixto de San Juan de Miraflores): 
Se declaró FUNDADA la demanda, alegando el juzgador que la demandante si 
acredito ser la propietaria del inmueble materia de Litis tal como lo prueba en 
sus documentos anexos a la demanda, de la misma manera respecto a los 
documentos anexos de la contestación de la demanda, el juzgador llega a la 
conclusión de que los documentos han sido otorgados por personas que no 
tuvieron ni tienen ninguna representación legitima de la Cooperativa América, 
debido a que quienes firmaron como directivos de esos documentos no 
presentan inscripción registral en la copia literal. 
 
Asimismo, tiene en cuenta el informe remitido por la Presidencia del Consejo de 
Administración de la Cooperativa “América”, en donde informa que la 
adjudicataria del predio en cuestión es la demandante, no existiendo doble 
adjudicación, así como también el documento en donde se manifiesta se anule 
la constancia de posesión a favor de la demandada por parte de la Municipalidad 
distrital de San Juan de Miraflores, por lo que se llega a la conclusión de que la 
demandada si tendría la calidad de ocupante precaria. 
 
Por último, también se toma en cuenta de que la demanda ha sido declarada en 
rebeldía procesal por no presentar su contestación de la demanda dentro del 
plazo de ley, y de la misma manera no asistir a la audiencia de saneamiento 
encontrándose válidamente notificada. 
 
• Sentencia de sala superior (Sexta Sala Civil): 
 
Revoca la sentencia apelada y la reforma declarándola improcedente sin Costas 
ni Costos, debido al documento anexo presentado por la demandada en donde 
se puede apreciar que la Municipalidad Distrital de San Juan de Miraflores le 
otorgo la “Constancia de Posesión”, verificándose que mediante documento N° 
566- 2004/MDSJM/GDH-SGPV (anulación de constancia de posesión) no se 
advierte que esta haya sido dejada sin efecto. 
 
Por otro lado, la Cooperativa de Vivienda América Limitada, le ha otorgado a la 
demandada documento de autorización y constancia de posesión sobre el 
inmueble en Litis, por lo que el cuestionamiento de que, si las personas que 
suscriben dicho documento son representantes o ya habían dejado de serlo, 
debe ser resuelta en el ámbito que corresponda y no en el presente proceso de 
desalojo. 
 
Por lo que la demandada acredita circunstancias razonables que justifican el uso 
y disfrute del bien inmueble, no tendría la calidad de ocupante preciaría. 
 
• Sentencia de la Corte Suprema Casación (Sala Civil Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la Republica): 
 
En la presente etapa la corte suprema declara infundado el recurso de casación 
condenando a la parte recurrente al pago de las costas y costos y al pago de 
una multa de 2 URP, se pronunciaron respecto a una mala interpretación del 
artículo N° 911 del código civil la cual establece que “la posesión precaria es la 
que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido”, por lo que 
es preciso que se diferencie la posesión ilegitima de la posesión precaria; la 
primera es aquel en donde el título adolece de defecto formal o de fondo, y en 
la segunda se ejerce la posesión sin título alguno, sea porque nunca lo tuvo o 
porque ya feneció. 
 
En el presente caso la demandada posee a su favor constancias que legitiman 
su posesión, aun cuando estas puedan considerarse inválidas, estas surten 
efectos mientras no se haya declarado su invalidez, siendo objeto de discusión 
respecto a la validez o no en otro proceso, motivo por el cual la demandada no 
puede ser declarada precaria.  
8.- Problemas. -  
• Problema principal: la admisibilidad de la demanda de desalojo a favor de la 
demandante, y la condición de ocupante precaria respecto de la demandada. 
• Problema secundario: los medios probatorios presentados en la contestación 
de la demanda (ofrecidos como medios probatorios de oficio por parte del 
juzgado), los cuales desvirtuarían su condición de ocupante precaria.    
9.- Elementos jurídicos. - 
Normas Legales 
CODIGO PROCESAL CIVIL  
Carga de la prueba. – 
Art. N° 196.- Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma 
hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos. 
Valoración de la prueba. – 
Art. 197.- Todos los medios probatorios son valorados por el Juez en forma conjunta, utilizando 
su apreciación razonada. Sin embargo, en la resolución sólo serán expresadas las 
valoraciones esenciales y determinantes que sustentan su decisión. 
Sujetos activo y pasivo en el desalojo. – 
Artículo 586.- Pueden demandar: el propietario, el arrendador, el administrador y todo aquel 
que, salvo lo dispuesto en el Artículo 598, considere tener derecho a la restitución de un predio. 
Pueden ser demandados: el arrendatario, el sub-arrendatario, el precario o cualquier otra 
persona a quien le es exigible la restitución. 
Finalidad de los Sucedáneos. -  
Artículo 275.- Los sucedáneos son auxilios establecidos por la ley o asumidos por el juez para 
lograr la finalidad de los medios probatorios, corroborando, complementando o sustituyendo 
el valor o alcance de estos. 
Efecto de la declaración de rebeldía. -  
Artículo 461.- La declaración de rebeldía causa presunción legal relativa sobre la verdad de 
los hechos expuestos en la demanda, salvo que: 
1.  Habiendo varios emplazados, alguno contesta la demanda; 
2.  La pretensión se sustente en un derecho indisponible; 
3. Requiriendo la ley que la pretensión demandada se pruebe con documento, éste no fue 
acompañado a la demanda; o 
4.  El Juez declare, en resolución motivada, que no le producen convicción. 
Presunción y conducta procesal de las partes. - 
Artículo 282.- El Juez puede extraer conclusiones en contra de los intereses de las partes 
atendiendo a la conducta que éstas asumen en el proceso, particularmente cuando se 
manifiesta notoriamente en la falta de cooperación para lograr la finalidad de los medios 
probatorios, o con otras actitudes de obstrucción. Las conclusiones del Juez estarán 
debidamente fundamentadas. 
CODIGO CIVIL. - 
Posesión precaria 
Artículo 911.-  
La posesión precaria es la que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido. 
Noción de propiedad 
Artículo 923.- La propiedad es el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y 
reivindicar un bien. Debe ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los límites de 
la ley.  
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ. - 
Artículo 70.- El derecho de propiedad es inviolable. El Estado lo garantiza. Se ejerce en 
armonía con el bien común y dentro de los límites de ley. A nadie puede privarse de su 
propiedad si no, exclusivamente, por causa de seguridad nacional o necesidad pública, 
declarada por ley, y previo pago en efectivo de indemnización justipreciada que incluya 
compensación por el eventual perjuicio. Hay acción ante el Poder Judicial para contestar el 
valor de la propiedad que el Estado haya señalado en el procedimiento expropiatorio. 
DOCTRINA: 
Avendaño, respecto a su artículo “Posesión ilegítima o precaria”, hace un excelente análisis 
de las posesiones legítima e ilegítima antes de entrar al análisis del artículo 911. Define a la 
posesión ilegítima como aquella que es contraria al derecho de la misma manera define a la 
posesión legítima como aquella que va conforme al derecho. 1 
 
1 Avendaño Valdez, Jorge. “La posesión ilegítima o precaria”, EN: Themis-Revista de Derecho, segunda época, número 4, Lima, 
1986. 
Gunther Gonzales Barrón, se pronuncia respecto al “proceso del desalojo”, señalando que 
existe el poseedor mediato e inmediato, el primero exige la restitución del bien frente al 
segundo, menciona que el presente proceso se busca hacerse efectiva la situación jurídica del 
poseedor, en el caso que el presente proceso sea por motivo de precario, se protege la 
posesión mediata.2 
Según López de Savalia, respecto a la posesión indica que es factum possessionis, dicha 
palabra “posesión”3 deberá ser reservada para designar una especia de poderío o señorío. 
Pasco Arauco, señala que se encuentra sorprendido por el uso del término “Titulo4 Social” en 
lugar de “poseedor inmediato extracontractual”, aunque los nombres o etiquetas no son 
relevantes en el derecho, sino las esencias.  
Guzmán Brito, “el precarista (precario habens), es decir, la persona que ha recibido un predio 
de su dueño civil (precario dans) en concesión graciosa y totalmente revocable a su entera 
libertad, sin que exista entre ambos un vínculo jurídico con respecto al bien. La figura toma el 
nombre de “precario5” (precarium), que en época clásica también se aplica a los muebles. Se 
trata de una posesión estrictamente de hecho”. 
JURISPRUDENCIA: 
Casación N° 1663-2017, Lima.  
Hace referencia que, si el juez encargado del caso advierte que, si los hechos tienen mayor 
complejidad, puede resolver declarando la infundabilidad de la demanda mas no su 
 
2 Gunther Gonzales Barrón, La posesión precaria, Jurista Editores, Pág. 168 y 169. 
3 López De Zavalia, Fernando, Derechos Reales, T.1, Zavalia Editor, 1989, Bb. Aa, pp. 299 y 300. 
4 Alan Pasco Arauco, Derechos Reales: análisis de la jurisprudencia de la Corte Suprema, Gaceta Jurídica, Ob. Cit., p.71.  
5 Alejandro Guzmán Brito, Derecho Privado Romano, Editorial Jurídica de Chile, p. 511. 
improcedencia, debido a que en la presente casación existen dudas del incumplimiento o no 
de las prestaciones de las partes para que pueda operar o no la resolución del contrato. 
Casación N° 2195-2011, Ucayali 
Dentro de los diversos puntos tocados, en esta casación aseveran que la condición de precaria 
lo adquiere aquella persona que ocupe un inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título, o 
cuando dicho título se encuentre extinguido, asimismo cuando se hace referencia a la carencia 
del título o al fenecimiento del mismo, no se está refiriendo al título de propiedad, sino al que 
ampara la posesión, ya que en estos casos el derecho que se disputa es el de poseer. 
Casación N° 3902-2016, Tacna. 
Se vulnera el debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva ya que no se han pronunciado 
sobre la solicitud de suspensión del proceso, teniéndose en cuenta que en el proceso de 
desalojo la decisión jurisdiccional depende de la calidad del título que ostenta la parte 
demandada. 
Casación. N° 225-2016, Lima. 
En este caso constituye motivación insuficiente indicar que la accionante no ostenta 
legitimación para interponer la demanda de desalojo por ocupante precario, ya que el inmueble 
afectado cuenta con un titular registral, en este caso se tiene que revisar el cuarto pleno 
casatorio de observancia obligatoria, y a partir de ello determinar si ostenta o no la legitimación 
para demandar. 
Casación. Nº 3417-2015, Del Santa. 
En el presente caso se menciona “El demandado no solo puede acreditar su legitima posesión 
con documentos que tengan fecha cierta, sino también con cualquier otro documento o acto 
jurídico que le autorice ejercer la posesión del bien”. 
10. Discusión. -  
La aparte accionante alega ser la propietaria del Inmueble ubicado en la Mz. “O”, Lt. 26, de la 
Cooperativa Vivienda América, San Juan de Miraflores, tal y como lo prueba con los 
documentos que adjunta a su demanda, asimismo señala que la demandada es una persona 
acostumbrada a tomar posesión de predios que no son de su propiedad, presentando la 
declaración de un testigo que confirma lo indicado; por el contrario, la demandada establece 
en su contestación ser la verdadera propietaria del mencionado inmueble, de la misma manera 
indica que no tiene la condición de ocupante precario ya que tiene documentos que 
acreditarían que el inmueble en Litis es de su propiedad, por lo que la desvirtuación de estos, 
se tendría que llevar a cabo en una vía procedimental distinta. 
11.- Conclusión: 
Se ha tramitado el proceso conforme a la regulación normativa en vía sumarísimo, 
garantizando así el debido proceso, de la misma manera se garantiza la correspondiente 
motivación de los fallos. 
De la misma manera en el Recurso extraordinario de Casación se determinó que para que se 
reconozca a una persona como ocupante precario se necesita tener la ausencia absoluta o 
que el título que se tiene halla fenecido, por lo que el demandante al contar con un título (valido 
o no) no se le puede reconocer como tal, motivo por el cual se confirmó la sentencia de la 
segunda instancia y revoca la de la primera instancia, respecto a lo mencionado se debería de 
tomar en consideración el correr traslado las pruebas otorgadas por las partes y considerar los 
resultados de las mismas, para poder tomar decisiones basados en hechos y no solamente 
conceptos. 
12.- Recomendación. - 
Que por encomia procesal, la judicatura corra traslado a las entidades correspondientes los 
medios probatorios presentados por las partes, para que se pueda determinar la veracidad de 
las mismas, y aunque se tarde un poco más se pueda obtener una emisión de fallos más justos 
y precisos.   
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1. Resumen. – 
El Sr. José Luis Correa Condori solicita que el Ministerio de Salud cumpla con 
otorgarle los medicamentos y la realización de exámenes de manera gratuita para 
el tratamiento del VIH/SIDA que está padeciendo, alegando que los necesita dichos 
medicamentos y tratamientos de manera urgente ya que se encuentra dicha 
enfermedad en la etapa o estadio denominado SIDA (mismo que es la última etapa 
del VIH) , y que, conforme va pasando el tiempo la dicha enfermedad (degenerativa 
si no se cuenta con los medios económicos necesarios para su tratamiento) puede 
ocasionarle consecuencias irreversibles para su vida, indicándose además que se 
estaría vulnerando su derecho a la salud y consecuentemente a el derecho a la 
Vida, derechos que son fundamentales . 
Posteriormente se admite la demanda y es emplazada, el Ministerio de Salud a 
través de su procurador público contesta la demanda dentro del plazo de ley 
manifestando que: si bien es cierto se tiene como obligación el prevenir, atender el 
tratamiento de la salud, no se le está demandando por un hecho que viola o 
amenaza de violación el derecho a la vida y a la salud, por lo que no se le puede 
imputar el haber generado el actual estado del demandante. 
De la misma forma y tal como lo prevé la ley 26626 y su modificatoria ley 28243 
que solamente se tiene que otorgar los medicamentos y el tratamiento de manera 
gratuita a las madres gestantes que contraen esta enfermedad, debido a que se ha 
comprobado científicamente que el niño puede nacer sin adquirir esta enfermedad, 
a los niños recién nacidos hasta las 6 semanas desde su nacimiento, y asimismo a 
los que se encuentren en pobreza extrema y en situaciones de vulnerabilidad. 
Habiéndose tramitado el proceso conforme a ley, en primera instancia se falló 
declarando fundada la demanda, mencionando que la Ley Nº 26626 señala que: 
toda persona que adquiere VIH/SIDA tiene el derecho a una atención medica 
integral y a la prestación previsional que el caso lo requiera, por lo que debido a la 
situación económica del demandante y a que se encuentra en estadio clínico SIDA 
(último estadio clínico) y que con mayor razón el Estado tiene la obligación de 
facilitarle el acceso inmediato a los servicios de salud, brindándole el tratamiento 
adecuado, idóneo y oportuno. 
Apelada la sentencia, la Cuarta Sala Civil de Lima revoca la misma declarándola 
improcedente, debido a que la Undécima Disposición Final y Transitoria de la 
Constitución la cual hace referencia a que las disposiciones que exijan nuevos o 
mayores gastos públicos se apliquen progresivamente, si bien el estado tiene como 
obligación dirigir y diseñar el acceso equitativo a los servicios de salud, se debe de 
aplicar de forma progresiva y de acuerdo a las posibilidades económicas del estado. 
Posteriormente, el Sr. José Luis Correa Condori al considerar que se encontraría 
ante un claro agravio constitucional, interpone acción de amparo, la misma que se 
declaró procedente y posteriormente fundado por la Sala Primera del Tribunal 
Constitucional en consecuencia, reformaron lo dispuesto por la Cuarta Sala Civil de 
la Corte Superior de Justicia de Lima, en la que se declaró improcedente en todos 
sus extremos la demanda.   
Siendo así que la Sala Primera del Tribunal Constitucional manifiesta que no 
concuerda con la argumentación de la procuraduría del ministerio de salud en 
donde indica que solo se tiene que prestar la atención medica integral de manera 
gratuita a las madres embarazadas y a los niños recién nacidos hasta cumplidos 
las 6 semanas, esto es referente a las personas que sufren de VIH, no debiendo 
ser lo correcto debido a que según la Ley N° 28243 la cual modifica la Ley N°26626 
entre otras disposiciones se insertó la gratuidad de la atención integral de salud así 
como del tratamiento antirretroviral para personas en situaciones de vulnerabilidad 
y pobreza extrema. 
De la misma manera hace la precisión que tampoco está de acuerdo a lo indicado 
por el procurador público en donde se pronuncia respecto de la “undécima 
disposición final y transitoria de la constitución”, si bien es cierto el presupuesto de 
la república se sustenta en el principio de legalidad, por lo que resultaría inadmisible 
la ejecución de gastos no aprobados en la ley de presupuesto anual, pero lo 
indicado no resulta un argumento con el peso suficiente frente a la amenaza o 
vulneración de derechos, ya que sin solicitar mayores recursos de los ya 
presupuestados, los mismos pueden ser utilizados de una mejor forma como por 
ejemplo poner en prioridad la atención de situaciones concretas de mayor gravedad 
o emergencia, como el presente caso, en el que prima un derecho 
constitucionalmente protegido. 
Mediante la constitución de 1993 en sus artículos 7º y 9º se establecen los 
lineamientos fundamentales del derecho a la protección de su salud, mismos que 
tienen carácter difuso al ser responsabilidad exclusiva del estado determinar la 
política nacional de salud, así como, normar y supervisar su aplicación, si bien es 
cierto que la salud pública no presenta prestaciones especificas por si mismas ya 
que depende de la disponibilidad de medios con que cuente el estado, sin embargo, 
no se puede justificar la inacción prolongada de este, ya que esto devendría en una 
omisión constitucional. 
En este orden de ideas, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, reforma la 
sentencia apelada declarándola fundada. 
2. Palabras claves. –         
Debido proceso, Acción de Amparo, Derecho a la Vida, Derecho a la Salud, 
Situación de Vulnerabilidad.    
3. Síntesis de la demanda. – 
Nos encontramos ante un proceso de amparo, mediante el cual el Sr. José Luis 
Correa Condori solicita al Ministerio de Salud cumpla con su obligación relacionada 
con la prevención, atención, y tratamiento de la salud, debido a que asegura que 
se le está violando su derecho a la Salud y consecuentemente a la vida. 
El demandante siendo un joven con muchas esperanzas, pero no contando con 
ingresos económicos que solventen el costo del tratamiento recetado por su médico 
respecto a la enfermedad del VIH/SIDA que lamentablemente le fue diagnosticada 
y confirmada en Julio del 2002, menciona que al inicio de la detección de la 
mencionada enfermedad se le otorgo tratamiento para TBC, en forma gratuita, así 
como le recetaron medicamentos para infecciones menores las cuales no pudo 
conseguir debido a la falta de recursos económicos. 
Asimismo, el demandante solicita los medicamentes y el tratamiento de manera 
urgente ya que dicha enfermedad si no es tratada o atendida en el debido tiempo, 
puede acarrear complicación a su salud y/o incluso hasta la muerte, así que a fin 
de salvaguardar su vida y / o mejorar la calidad de ésta, solicita lo siguiente: 
• La provisión de medicamentos gratuitos que deberá efectuarse a través del 
programa del hospital “Cayetano Heredia”, conforme a la prescripción 
médica otorgada. 
• La atención medica integral en su condición de paciente con VIH/SIDA. 
• La realización de exámenes periódicos, como las pruebas de CD4, y carga 
viral, las mismas que deberán realizarse a solicitud del médico tratante y/o 
cuando la necesidad de urgencia lo requiera, dada su situación económica 
y de salud. 
El demandante menciona que la vida es un derecho inherente a la persona humana, es un 
derecho de carácter absoluto al margen de toda posibilidad económica o negociación 
patrimonial que cualquier entidad y/o el Estado pudiera observar, por lo que debe ser 
respetado por todos, y con mucho razón por aquellos que se encuentran en la obligación 
de velar por su protección, de la misma manera, el no otorgar los medicamentos de manera 
gratuita a las personas que lo requieran, son excusas carentes de justificación alguna, y tal 
acto constituye una flagrante violación al derecho a la vida, a la salud, a la dignidad y sobre 
todo a la igualdad que todo persona tiene ante la ley. 
De la misma manera, precisa que se trata de un acto discriminatorio e inconstitucional por 
parte del Estado, al no respetar la igualdad que todas las personas tienen ante la ley, al no 
proveer medicamentos a la población en general, otorgándoles dichos medicamentos de 
manera gratuita solamente a las mujeres embarazadas y a los recién nacidos.   
4. Síntesis de la contestación de la demanda. – 
EL MINISTERIO DE SALUD contesta la demanda de amparo a través del 
procurador correspondiente, solicitando se declare improcedente y/o infundada 
según corresponda. 
En el presente caso el actor de la demanda pretende que el Ministerio de Salud 
tome las medidas correctivas necesarias a las políticas de salud y cumpla con su 
obligación de prevenir, atender y el tratamiento de la salud. 
El demandado precisa que lo indicado por el demandante referente a la violación 
de los artículos 1° y 2°, inciso 1) de la Constitución Política del Perú, no resulta 
aplicable debido a que en los mencionados artículos no emana obligación alguna 
para el Estado de prestar atención sanitaria ni facilitar medicamentos en forma 
gratuita en favor del demandante ni de cualquier otra persona. 
Asimismo, se debe tener en claro que no se le está demandando al estado por un 
hecho que viola o amenaza de violación el derecho a la vida o salud, debido a que 
no se le puede imputar el haber generado el actual estado del demandante. 
Si bien es cierto que a través de la ley N° 26626 y su reglamento D.S. N° 004-97-
SA se le otorga el tratamiento y los medicamentos de forma gratuita y por un tiempo 
determinado solamente a las madres gestantes y niños recién nacidos, pues esto 
tiene un propósito debido a que se ha comprobado con estudios científicos, que al 
tratar con los medicamentos adecuados y con los exámenes pertinentes a las 
madres gestantes hay una disminución de transmisión vertical de un 70 % hacia el 
hijo, de la misma manera respecto al recién nacido hasta las 6 semanas de edad. 
5. Concordancias y contradicciones entre los hechos afirmados por los 
demandantes y demandados. – 
➢ Concordancias: ambas partes señalan que el Ministerio de Salud tiene 
como su obligación la prevención, atención, y el tratamiento de la salud 
➢ Contradicciones: El señor Correa acota que el Ministerio de Salud y del 
Estado tiene entre sus obligaciones el de velar por su salud a toda costa, y 
debido a sus escasos recursos económicos y a la enfermedad que padece 
requiere que se le aplique medicamentos y tratamiento de forma gratuita, de 
la misma manera, el Ministerio de Salud menciona que si bien tiene como 
obligación el proteger y velar por la salud de las personas, mediante decreto 
supremo solo puede brindar tratamiento y medicamento de manera gratuita 
a las mujeres embarazadas y a los niños recién nacidos que sufren con la 
mencionada enfermedad. 
6. Síntesis de audiencia. – 
No hubo, en atención a la naturaleza de la acción incoada. 
7. Órganos jurisdiccionales. -  
➢ Sentencia primera instancia: 
La sentencia de primera instancia declara fundada la demanda, 
amparándose en la Constitución Policita del Perú (art. 2 inciso 1; y artículos 
7,9 y 11) mismos que versan sobre el derecho a la vida y por ende al 
derecho a la salud; además advierte que esta conducta está en 
concordancia con los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos, 
del que el estado peruano es parte; es el caso del Pacto Internacional de 
derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, así como la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
además de señalar que según la Ley N° 26626, en artículo 7 señala que 
toda persona con VIH/SIDA tiene derecho a atención medica integral y a la 
prestación previsional que el caso lo requiera, estableciendo así que el 
estado debe brindar dichos servicios a través de sus instituciones de salud, 
en el presente caso debido a que el demandante se encuentra con VIH - en 
estadio clínico SIDA no tiene los recursos económicos necesarios para 
comenzar con el tratamiento respectivo, por lo tanto, el Estado peruano tiene 
la obligación de facilitar al demandante el acceso inmediato a los servicios 
de salud, y así garantizar su derecho a la vida, teniendo presente que la 
enfermedad del VIH tiene en la actualidad características de epidemia por 
la cual cada año va en aumento los casos de contagio. 
Siendo que en el presente caso el delicado estado de salud del demandante 
por lo avanzado de su enfermedad (estadio SIDA), pone en riesgo su vida, 
derecho fundamental de toda persona, y que está vinculado directamente 
con el derecho a la salud, constituye un derecho subjetivo fundamental, de 
obligatoria protección por el estado peruano, mismo que deberá facilitarle el 
acceso inmediato a los servicios de salud, así como proporcionarle un 
tratamiento adecuado, idóneo y oportuno. 
➢ Sentencia segunda instancia: 
Apelada la sentencia, la  Cuarta Sala Civil de Lima revoca la Resolución de 
Primera instancia la cual fue declarada FUNDADA,  declarándola 
Improcedente, toda vez que la Undécima Disposición Final y Transitoria de 
la Constitución hace referencia a que   las disposiciones de esta que exijan 
nuevos o mayores gastos públicos se apliquen progresivamente, si bien es 
cierto el estado es el responsable de dirigir y diseñar en forma plural y 
descentralizadora el acceso equitativo a los servicios de salud, dicha labor 
debe realizarse de forma progresiva y de acuerdo a las posibilidades 
económicas del estado. 
➢ Sentencia de la Sala Tribunal Constitucional  
Se reformó la resolución emitida contra la sentencia de la Cuarta Sala Civil 
de la Corte Superior de Justicia de lima y se declaró fundada la acción de 
amparo presentada por el demandante, señalando que, aunque el derecho 
a la salud se encuentre dentro del grupo de los “derechos económicos y 
sociales” compromete otros derechos como es el derecho a la vida, 
integridad física, etc. Además que mediante Ley Nº 26626 el Ministerio de 
Salud tiene a su cargo la elaboración del plan nacional de Lucha contra el 
VIH/SIDA así como las enfermedades de transmisión sexual, en cuyo texto 
se reconoce el derecho que tiene toda persona contagiada con esta 
enfermedad de recibir una atención medica integral, y a la prestación 
previsional de medicamentos, finalmente la judicatura se basa en la Ley Nº 
28243 que modifica la ley 26626, en donde se menciona que las personas 
con pobreza extrema  y situaciones de vulnerabilidad tienen acceso de 
manera gratuito de manera progresiva para la obtención del tratamiento 
antirretroviral así como la atención integral de salud, siendo por estos 
motivos que al demandante se le tiene que incluir dentro de este grupo para 
que se le proporcione lo solicitado. 
8. Problemas 
➢ Problema principal 
Si la acción de amparo protege el derecho de salud (Derechos Sociales y 
Económicos) vinculado de manera indirecta a los derechos fundamentales 
como es el derecho a la dignidad y a la vida.   
➢ Problema secundario 
Si el Ministerio de Salud tiene la obligación de otorgar de manera gratuita 
los medicamentos y la realización de los diversos exámenes que requiere el 
demandante. 
9. Elementos jurídicos 
➢ Normas Legales 
La Constitución Política del Estado en su artículo 200, inciso 2 mediante el cual se 
positivizan los criterios de razonabilidad y proporcionalidad que todos los jueces 
deben considerar al aplicar el citado artículo, el cual a letra dice: “La acción de 
Amparo procede contra el hecho u omisión por parte de autoridades, funcionarios 
y personas particulares, que vulneren o amenacen los demás derechos reconocidos 
por la constitución”. 
 
En la Constitución Política del Perú, el articulo Nº 1 claramente establece que ´´la 
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la 
sociedad y el Estado´´ es en ese sentido que las normas sustantivas tienen que ir 
acorde a este primer principio constitucional el cual servirá como tenor normativo 
principal; además en complemento al ya mencionado tenemos el articulo Nº 2 de la 
Constitución Política, el cual en su contenido desarrolla cada uno de los derechos 
que tienen las personas, considérese que dentro de estos, tenemos al derecho a la 
vida, a la igualdad, etc, mismos que están relacionados con la presente 
investigación de manera sustancial, además de poder citar el artículo Nº 7 del 
mismo cuerpo normativo, el cual también refiere en su contenido la protección al 
derecho a la protección a la salud la del medio familiar y la de la comunidad. 
LEY N° 23506 
Art. 1.- Objeto de las acciones de garantía 
El objeto de las acciones de garantía es el reponer las cosas al estado anterior a la 
violación o amenaza de violación de un derecho constitucional. 
Art. 2.- Casos en que proceden las acciones de garantía. 
Las acciones de garantía proceden en los casos en que se violen o amenacen los 
derechos constitucionales por acción, o por omisión, de actos de cumplimiento 
obligatorio. 
Art. 27.- Exigibilidad de las vías previas 
Solo procede la acción de Amparo cuando se hayan agotado las vías previas. 
Art. 28.- No será exigible el agotamiento de las vías previas si: 
- Por al agotamiento de la vía previa pudiera convertirse en irreparable la 
agresión. 
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos en su artículo 3 señala que: “Todo 
individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona” y en 
su artículo 25, señala: “toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado, 
que le asegure, así como a su familia la salud, asistencia médica (…)”. 
La Convención americana sobre derechos humanos (Pacto de san José) en su 
artículo 4 señala: Derecho a la vida “Toda persona tiene derecho a que se respete 
su vida…” 
El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos en su artículo 6 señala: 
“El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará 
protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.” 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 4º referente al 
Derecho a la Vida señala en su acápite primero que: “toda persona tiene derecho a 
que se respete su vida” es en ese sentido que encontramos inmerso el derecho y 
protección de la salud de las personas, ya que de ésta dependerá el respeto de la 
vida de las personas como consecuencia conexa.  
Ley Nº 26626 (CONTRASIDA) y Ley Nº 28243 (AMPLIA Y MODIFICA). 
En el artículo 7, indican que ´´Toda persona que se encuentra viviendo con VIH y 
SIDA, tiene derecho a recibir atención integral de salud continua y permanente por 
parte del Estado, a través de todos los establecimientos de salud donde tenga 
administración, gestión o participación directa o indirecta y a la prestación 
previsional que el caso requiera´´. Así como, en el punto c), se establece la 
gratuidad progresiva en el tratamiento antirretroviral, con prioridad en las personas 
en situación de vulnerabilidad y pobreza extrema 
➢ Doctrina 
Oscar Parra Vera, quien en su revista titulada “DERECHO A LA SALUD” quien nos 
refiere que la primacía y tutela del derecho a la salud, deben de sobreponerse a 
cualquier otro tipo de disposición que atente o violente esta protección tutelar de 
derechos. 
Víctor de Currea-Lugo, en su investigación denominada: “La salud como derecho 
humano”, nos menciona que todas las disposiciones legales, deben de ir 
enmarcadas dentro de la lógica de la modernidad, y dirigida hacia un estado social 
de derecho, en el que los derechos humanos y el derecho a la salud van de la mano, 
esta lógica puede tener discordancias al momento de otorgar más a quienes más 
lo necesitan, sin embargo por un orden de necesidad, ésta diferenciación deberá 
ser aceptada teniendo como tenor el principio de responsabilidad.  
 Quijano Caballero Oscar, en una revista menciona que siendo el              “derecho 
de salud un derecho universal de segunda generación, el cual se encuentra dentro 
de los derechos sociales, económicos y culturales de la humanidad, teniendo 
asimismo un carácter programático, su exigibilidad se ha venido consolidando en el 
tiempo gracias al desarrollo de la jurisprudencia de los tribunales constitucionales”1. 
- Debido a que el derecho a la salud tiene carácter programático, ya que depende 
 
1 Quijano O. (2016), La Salud: Derecho constitucional de Carácter Programático y Operativo (Derecho & 
Sociedad), Nº 47, pp 307-319. 
de la posibilidad económica con la que cuente el estado, su exigibilidad según 
los órganos jurisdiccionales se basa en el respeto al derecho a la vida, dignidad 
e igualdad que toda persona tiene. 
Fix Zamudio Héctor, en uno de sus ensayos manifiesta que el amparo constituye el 
instrumento por medio del cual se resuelven controversias de carácter 
constitucional…. Entre los particulares y los órganos del estado, estableciendo, en 
el amparo judicial una relación jurídica procesal de naturaleza autónoma y 
constitucional. 2 
- En el presente caso el demandante ha recurrido al amparo, debido a que si no 
es tratado de forma inmediata la enfermedad que sufre, esto puede acarrear 
graves consecuencias para su vida, llegando hasta la muerte, la cual se estaría 
violando los derechos fundamentales de la constitución.  
Castillo del Valle Alberto, indica que es un medio jurisdiccional de defensa de la 
constitución, que procede contra actos de autoridad que violen lo indicado por la 
carta magna en su capítulo de garantías constitucionales, con la finalidad de que el 
acto reclamado que sea apreciado inconstitucional, se anule, y así se restablezca 
al gobernado que entablo la demanda en el goce de la garantía violada3. 
- Las garantías constitucionales como en el presente caso la “Acción de Amparo”, 
protegen los derechos fundamentales consagrados en nuestra constitución, 
cada uno protege un grupo de derechos, siendo el derecho a la salud enlazado 
de manera indirecta con el derecho a la vida, el cual se encuentra dentro de la 
protección de la acción de amparo, si resulta aplicable dicha acción en el 
presente caso. 
 
2 Fix Zamudio Héctor. “Ensayo sobre el derecho de Amparo” pag. 83, UNAM, México, 1993. 
3 Del Castillo del Valle Alberto, “compendio de juicio de Amparo”, pag. 35.6, 3 edición, México, 2014. 
Lema Añon Carlos, menciona lo siguiente “el derecho a la salud es un derecho de 
titularidad universal, de carácter complejo, y que se encuentra conectado con otros 
derechos humanos, como el derecho a la vida, dignidad, educación, trabajo, 
vivienda, etc., por lo que se encuentra relacionado con varios factores 
socioeconómicos”4. 
- Como lo indicado por el autor, el derecho a la salud se encuentra relacionado o 
conectado con otros derechos, como es el derecho a la vida, dignidad, igualdad, 
etc. Por lo que el demandante asevera que al negarse el acceso a la salud se 
le estaría violando los derechos fundamentales ya mencionados. 
Brena Sesma Ingrid, “El derecho a la salud no es autónomo, defender la salud es 
muy importante, pero también se tiene que respetar otros intereses reconocidos por 
el mismo sistema normativo, los cuales son: derecho a una vida con calidad, la 
dignidad, la autonomía, integridad física y mental, intimidad, así como un trato 
equitativo, respetando los valores de la sociedad en un tiempo y lugar 
determinado”5. 
- En el presente caso el demandante está solicitando el iniciar de manera 
inmediata con el tratamiento para el VIH/SIDA, con el fin de tener una mejor 
calidad de vida, recibir un trato igualitario, etc., debido a que dicha enfermedad 
sin el tratamiento adecuado va desintegrando poco a poco la vida de la persona 
infectada, incluso puede llevarlo hasta la muerte. 
➢ JURISPRUDENCIA 
             Casación 03179-2004, Huamanga 
 
4 Lema Añon Carlos, Salud, Justicia, Derechos. El derecho a la salud como derecho social, Colección 
derechos humanos y filosofía del derecho, Dykinson, 296 pp, 2010. 
5 Brena Sesma Ingrid, El Derecho y la Salud, Universidad nacional Autónoma de México, 158 pp, 2004. 
       El presente tribunal hace una interpretación del segundo párrafo del inciso 2) del 
artículo 200 de la Constitución [...] en donde no puede concluir sino con la afirmación 
de que la competencia (ratione materiae) del amparo contra resoluciones judiciales 
comprende a todos y a cada uno de los derechos fundamentales que se puedan 
encontrar reconocidos, expresa o implícitamente, por la Norma Suprema (FJ.20). 
- En dicha resolución establece que el amparo protege los derechos 
fundamentales configurados en el inciso 2) del artículo 200 de la Constitución 
Política del Perú, dentro de los cuales se encuentra el derecho a la vida, el cual 
se encuentra enlazado indirectamente con el derecho a la salud, motivo por el 
cual el demandante solicita se le den la razón en el presente caso.  
       Casación 2945-200-AA/TC, Lima 
       “El tribunal hace referencia que cuando se vulnera el derecho a la salud esto 
compromete a otros derechos fundamentales de la persona, como el “Derecho a la 
vida”, “Integridad Física” o “El libre desarrollo de la Personalidad”, en consecuencia, 
el derecho a la salud adquiere carácter de derecho fundamental y, por lo tanto, su 
afectación le corresponde la protección por la vía de la acción de amparo”. 
- De lo ya mencionado por el órgano jurisdiccional, ante la vulneración del 
“derecho a la salud”, este dejaría de tener naturaleza económica y social y 
adquiere el carácter de derecho fundamental, por lo que se resultaría ser 
amparado por la vía de Acción de Amparo. 
           Casación 200-2002, Lima 
Dicha sentencia fue expedida antes de entrar en vigencia el CPCO, el TC estableció 
la procedencia del llamando «amparo versus amparo», teniendo como argumento 
de que «[...] una demanda de amparo para enervar lo resuelto en otro proceso de 
amparo, comúnmente llamada «amparo contra amparo» es una modalidad de esta 
acción de garantía ejercida contra resoluciones judiciales, con la particularidad que 
solo protege los derechos constitucionales que conforman el debido proceso y la 
tutela jurisdiccional efectiva». 
- La acción de amparo, como ya fue mencionado anteriormente solo protege los 
derechos constitucionales detallados en la constitución, dicha acción se activa 
ante la violación de dichos derechos, con la finalidad de que la entidad o 
autoridad reponga las cosas a su estado anterior. 
Casación 2945-2003, Lima 
 Entre otras disposiciones señalan en esta sentencia, que los derechos sociales, 
como es el caso de la salud pública, no representan prestaciones específicas por sí 
mismas, ya que depende de la disponibilidad de los medios con los que cuente el 
estado, pero sin embargo, esto no es excusa para que el estado realice una inacción 
prolongada, ya que ello devendría en una omisión constitucional (…), por lo que 
Exhorta a los poderes públicos a que se cumpla lo dispuesto en el artículo 8° de la 
Ley N.° 26626, debiendo considerarse como inversión prioritaria el presupuesto para 
la ejecución del Plan de Lucha contra el SIDA. 
- Acá se establece de forma clara que, aunque la salud pertenezca dentro del 
grupo de los derechos económicos y sociales, los cuales tienes naturaleza 
programática y escalonada de acuerdo a la posibilidad económica del estado, 
esto último no representa escusa alguna para la inacción por parte del estado, 
por tal motivo el estado tiene toda la obligación de considerar como presupuesto 
prioritario entre otras cosas mencionadas en la ley 26626, el de brindar atención 
medica integral y medicamentos de forma gratuita a un cierto grupo de personas 
que se encuentran detalladas en la mencionada ley. 
Casación 1956-2004-AA/TC 
El Tribunal constitucional establece que “el Derecho de salud está ligado 
estrechamente al derecho a la vida, por lo que la presencia de una enfermedad o 
anomalía en la salud puede conducir a la muerte o desmejorar la calidad de vida de 
la persona que la padece, por lo que, en el caso de que la salud corra algún riesgo, 
se tiene que adoptar las medidas adecuadas para su tratamiento”. 
- De lo mencionado en la presente resolución, se hace hincapié que el derecho a 
la salud está estrechamente ligado al derecho a la vida, por lo que si existe 
alguna enfermedad que amenace de forma grabe la salud de la persona, el 
estado tiene que adoptar las medidas adecuadas para su tratamiento.  
10. Discusión 
El demandante exige que se le proporcione de forma gratuita el otorgamiento de 
una atención medica integral, así como los medicamentos para el tratamiento del 
VIH/SIDA, debido a que es una persona de escasos recursos la cual se encuentra 
con la salud menoscabada por la mencionada enfermedad, y a fin de que pueda 
tener una mejor calidad de vida, de la misma manera solicita se le incluya dentro 
del grupo de personas en pobreza extrema o situación de vulnerabilidad que 
recibirán atención y tratamiento de forma gratuita según lo establecido en el artículo 
3º de la Ley Nº 28243 la cual amplia y modifica la Ley Nº 26626. 
Por último, siendo el derecho a la vida un derecho inherente a la persona humana, 
no puede ser objeto de cualquier posibilidad económica que las entidades y/o el 
estado puedan observar, por lo que, el negar el acceso a la salud, constituiría un 
agravante violatorio del derecho a la vida, dignidad, e igualdad que toda persona 
tiene.  
11. Conclusiones 
De lo ya mencionado se puede recatar lo siguiente: 
- El derecho a la salud está vinculado indirectamente con algunos derechos 
fundamentales, como el derecho a la vida, dignidad y su desarrollo integral, 
entre otros, por lo que ante la presencia de una enfermedad como la del 
VIH/SIDA (la cual deteriora poco a poco la vida del que la adquiere), el estado 
tiene la obligación de garantizar el acceso inmediato a la salud a la persona 
infectada, como prioridad aquellas que por sus propios medios no puede iniciar 
con los mencionados tratamientos, y así velaría por los derechos fundamentales 
ya mencionados.    
- Debido a que el estado tiene la obligación de garantizar el derecho a la salud 
vinculado con el derecho a la vida, integridad física, etc., y que mediante la ley 
28243 se ordena en su artículo 3º, agregar a las personas que se encuentren 
en situación de vulnerabilidad y pobreza extrema, para que reciban una 
atención medica integral y medicamentos de forma gratuita, por lo que no se 
tiene que solicitar mayores recursos de los ya presupuestados anualmente, ya 
que los mismos pueden ser usados de un mejor forma, como poner en prioridad 
la atención de situaciones concretas de mayor gravedad. 
12. Recomendaciones 
Debido a que en el presente caso se está ordenando ingresar al demandante dentro 
del grupo de personas en extrema pobreza que recibirán atención medica integral 
y tratamiento con medicamentos de forma gratuita tal y como consta en la ley 28243 
(modifica y amplía la 26626), por lo que, al ser el VIH una enfermedad que se 
adquiere en su mayoría de casos por realizar actos voluntarios y conscientes pero 
sin tener la prevención adecuada por parte del paciente, debería el estado solicitar 
a las personas que se van a beneficiar de forma gratuita con lo antes mencionado, 
que realicen como retribución a lo recibido o a lo que recibirán, con la previa 
capacitación adecuada por parte de la autoridad competente, charlas a nivel 
nacional referente a la prevención del VIH/SIDA. 
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